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  Magistrado Ponente: 

                      
     Fernán Camilo Valencia López


     Pereira, doce de noviembre de dos mil nueve

     Acta Nº 595 
Se procede por la Sala a decidir en primera instancia la acción de tutela que con apoyo en el artículo 86 de la Constitución Nacional, presentó la ciudadana Liliana Hilarión Rodríguez en procura de protección para su derecho constitucional de petición, que considera vulnerado por la Superintendencia de Puertos y Transportes.
ANTECEDENTES
Expone la accionante en apoyo de su demanda que el 3 de septiembre remitió derecho de petición a la Superintendencia de Puertos y Transportes en calidad de asociada a la cooperativa Coochoferes de la ciudad, en el que solicitaba ser informada acerca de: i) si “es legal que una cooperativa de Transporte Público en nuestro país puede tener en calidad de asociado, a empleados sin ser propietarios de vehículos” (sic) y ii) si “los señores integrantes del Consejo y los de la Junta de Vigilancia sin ser propietarios de vehículos que estén afiliados a la Cooperativa, pueden ser asociados y pertenecer a estos órganos de control”, por motivo de que aquella entidad había dado respuesta a dichos interrogantes mediante el oficio 08.4-7447 de 28 de julio pasado pero solo desde el punto de vista de los estatutos de Coochoferes y no fue clara en manifestar si “es legal o no haberlos incluidos (sic) como asociados y si por el contrario los estatutos van en contra de la ley de las Cooperativas que prestan servicio de transporte”. Sobre todo porque en anterior oportunidad se había dicho que con respecto a “treinta (30) empleados que no han demostrado la propiedad del vehiculo, que presuntamente ostentan la calidad de asociados a COOCHOFERES; debe ser materia de averiguación por parte de la junta de vigilancia”. Entonces, como la accionante consideró que ambos conceptos eran contradictorios, solicitó que le explicaran tal discrepancia, además porque “el modelo que la entidad accionada mandan (sic) por internet de elaboración de estatutos de Cooperativas de transporte Público Terrestre, dice que en los requisitos para ser asociados: Que solo pueden serlo quienes demuestren la propiedad de por lo menos un vehículo afiliado a la Cooperativa”. En consecuencia, pide ordenar a la entidad accionada “contestar… la petición de información y consulta que les remitiera el 3 de septiembre, fechado 1 de septiembre de 2009”. 
El libelo se admitió por auto de 29 de octubre de 2009. La Superintendencia  por medio de su apoderado expone que mediante oficio número 08-4-10969, se le dio respuesta a la demandante puesto que respecto al interrogante señalado por la peticionaria “en relación a que ‘existen dos conceptos de la misma entidad que se contradicen’, en dicha respuesta, se le manifestó a la peticiona (sic) que para resolver de fondo se necesitaban 15 días hábiles”. Motivo por el cual considera que se configura un hecho superado y que debe negarse la presente acción de tutela. En respaldo de lo anterior la señora Hilarión Rodríguez aportó copia del oficio citado por la demandada, no obstante, alegó que no resuelve de fondo su solicitud.
CONSIDERACIONES

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Nacional, “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. (...)  Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de otros derechos constitucionales y su núcleo esencial reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad correspondiente si ésta no estuviera obligada a resolver lo impetrado. En ese sentido se ha reiterado por la Jurisprudencia de la Corte Constitucional que:
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.
 
 b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.
 
 c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad; 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado; 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.
 
 d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
 
(…)
 
 g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.”
 
Debe decirse por la Sala que la Superintendencia de Puertos y Transportes explicó a la demandante que requiere un término adicional de “quince días hábiles” para resolver de fondo la petición. Aunque no puede desconocerse que dicho comunicado, fue enviado de manera extemporánea a la libelista, en este momento ya se le han informado las gestiones realizadas y el término adicional, necesario para resolver de fondo su solicitud. Por lo tanto, estima esta Corporación que por lo menos para este momento la entidad demandada, independientemente del tiempo  transcurrido entre el derecho de petición y el oficio a que se alude, ha ajustado su actuación de una manera tal que no existe vulneración alguna a los derechos fundamentales de la actora, por lo que debe negarse la acción de tutela al presentarse en esta sede un hecho superado. Lo anterior, sin perjuicio de que una vez vencido el término requerido por la Superintendencia para resolver de fondo la petición, la señora Liliana Hilarión Rodríguez acuda, de ser necesario, a esta especial acción en procura de su derecho fundamental de petición. 

Por lo anteriormente expuesto, esta Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  

RESUELVE

DENEGAR la tutela presentada por Liliana Hilarión Rodríguez contra la Superintendencia de Puertos y Transporte. 
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y en caso de no ser impugnada remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.



Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos
 


     Gonzalo Flórez Moreno

� ST-435 de 2007. M.P. Doctor: Escobar Gil.
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